LA UCV NO SE RINDE
Unidos en Defensa de la Universidad   
“… empujad hacia el Alma la Vida en mensaje de Marcha Triunfal…”
Nosotros, los abajo firmantes, miembros de la Asociación de Profesores (APUCV), Autoridades y Ex Autoridades Rectorales y Decanales, miembros de la Federación de Centros Universitarios (FCU), Miembros de la Asociación de Profesionales Universitarios en Funciones Administrativas y Técnicas (APUFAT), y miembros de la Comunidad; Profesores, Estudiantes y Empleados, de la Ilustre Universidad Central de Venezuela, genuinamente preocupados por la situación que en el momento presente sufre la universidad venezolana en su conjunto, y muy particularmente nuestra Alma Mater, tras evaluar la gravedad de los hechos de violencia ocurridos tanto en el Campus de la Ciudad Universitaria de Caracas como en el Campus Maracay, el Núcleo de Cagua, el Núcleo de Barquisimeto y la Estación Experimental de San Nicolás, así como las recientes medidas de orden judicial en contra de nuestra universidad, hemos acordado la constitución de un Frente Universitario en Defensa de la Autonomía, y al mismo tiempo dirigirnos a la opinión pública nacional e internacional para denunciar, como en efecto lo hacemos a través de la presente declaración, la sistemática campaña de acoso a la universidad venezolana, la cual entendemos como expresión de una política de Estado dirigida a la destrucción de los espacios académicos consagrados a la búsqueda de la verdad, la producción de conocimiento y la libre confrontación y debate de las ideas, y su sustitución por organismos meramente dirigidos a la reproducción de un pensamiento único. 
En este sentido, e inspirados por una tradición de más de 290 años de fructífera historia al servicio de la Nación, 
DECLARAMOS
1.     La idea de Autonomía ha estado ligada de manera indivisible, desde largo tiempo atrás, al propio concepto de Universidad, en una dimensión que va mucho más allá de un simple sistema administrativo y de cogobierno. Resulta extremadamente difícil concebir la búsqueda del saber y la enseñanza de las ciencias y las humanidades dentro de una institución sometida a las restricciones que suelen aparecer en las universidades que no gozan de plena libertad de pensamiento. 
2.     En Venezuela, la autonomía es una tradición de muy larga data y profundamente sentida por los universitarios. Una vez producida la ruptura del vínculo colonial, la idea de autonomía se vio acrecentada bajo el amparo de los Estatutos Republicanos, elaborados por  la propia Universidad de Caracas y promulgados por el Libertador, el 24 de junio de 1827, acompañado por el Dr. José María Vargas, a quien Bolívar designó como Rector.
3.     En nuestro país, los gobiernos autoritarios siempre han desarrollado políticas orientadas al control de la universidad. Ya en fecha tan lejana como 1883, el General-Presidente Antonio Guzmán Blanco despoja a la Universidad de Caracas de los bienes que Simón Bolívar le había otorgado con la intención de que las rentas derivadas de dichos bienes sirvieran para garantizar su independencia financiera. A partir de ese momento, la negación de la autonomía, y la lucha por recuperarla, se ha mantenido históricamente, especialmente al producirse su total eliminación bajo las dictaduras de Cipriano Castro, Juan Vicente Gómez y Marcos Pérez Jiménez. La UCV ha sido desde siempre consecuente cuestionadora de los regímenes personalistas y autoritarios y combativa luchadora en su contra, sufriendo consecuentemente los embates de los mismos. 
4.     El régimen autonómico se recuperó plenamente al ser promulgado el Decreto-Ley de restitución de la autonomía por la Junta de Gobierno, bajo la presidencia del Dr. Edgar Sanabria, el 5 de diciembre de 1958. Desde entonces, este principio ha regido nuestras universidades autónomas, con el derecho a su pleno ejercicio, a pesar que las reformas que sufrió la Ley de Universidades en 1970 desmejoraron sensiblemente el sistema autonómico. 
5.     En 1999 la Autonomía Universitaria adquirió rango constitucional en los términos más amplios. En efecto, la Asamblea Constituyente incorporó en el texto de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela el artículo 109, el cual establece que “… Las universidades autónomas se darán sus normas de gobierno, funcionamiento y la administración eficiente de su patrimonio (…) Se consagra la autonomía universitaria para planificar, organizar, elaborar y actualizar los programas de investigación, docencia y extensión. Se establece la inviolabilidad del recinto universitario”. Sin embargo, desde los aciagos días de la toma de la Sala de Sesiones del Consejo Universitario, en el año 2001, la UCV ha tenido que enfrentar la terrible paradoja de un gobierno que, aunque asumió el establecimiento de la autonomía universitaria como norma constitucional por parte de la Asamblea Constituyente, y su posterior aprobación por el pueblo venezolano en referéndum, ha desplegado al mismo tiempo una de las más brutales y anti-universitarias políticas de agresión puestas en práctica en nuestro país en muchos años. Al ver sistemáticamente frustrados sus propósitos de doblegar a la universidad, el gobierno, de manera simultánea a la intensificación del cerco presupuestario y al desconocimiento de las normas de homologación, se ha quedado de brazos cruzados frente al empleo de las más diversas formas de violencia dentro de los campus universitarios. Esta violencia se ha objetivado en el uso recurrente de la intimidación y la amenaza en contra de autoridades académicas y miembros de la comunidad universitaria por parte de individuos y grupos, que públicamente se han asumido como simpatizantes del gobierno, llegando en no pocas ocasiones al uso de armas de fuego y a la destrucción del patrimonio de la universidad. El último de estos episodios tuvo lugar el pasado 15 de noviembre, cuando grupos de encapuchados lanzaron explosivos contra el Edificio del Rectorado e incendiaron dos automóviles pertenecientes a la UCV, mientras que otro grupo lanzaba bombas lacrimógenas en la Escuela de Derecho y en el sótano de la Facultad de Ciencias Económicas y Sociales.
6.     A pesar que la UCV ha denunciado innumerables veces ante los correspondientes organismos del Estado (CICPC, Fiscalía, Defensoría del Pueblo, etc.) las numerosísimas acciones violentas ocurridas en nuestro campus universitario, ninguna de ellas ha encontrado una respuesta oportuna, y en los pocos casos en los que se han iniciado investigaciones, jamás se han presentado resultados de las mismas, ni mucho menos se ha dado con los autores de dichos actos. 
7.     Como si todo lo anterior no fuera suficiente, cuando las autoridades de la UCV han intentado tomar medidas, para mantener el orden y restablecer la normalidad de la vida universitaria, tal y como sucedió en días recientes, el gobierno ha aplicado para impedirlo la estrategia del Allanamiento Jurídico de la Autonomía, por medio del empleo del Tribunal Supremo de Justicia para favorecer y aumentar el control y la injerencia gubernamental sobre la universidad.
8.     La impunidad de los ejecutores de la violencia no sólo es reforzada por la inoperancia de los organismos de seguridad del Estado, sino que las propias conductas violentas son estimuladas por el insólito comportamiento de voceros gubernamentales de tan alto nivel como la Ministra del Poder Popular para la Educación Superior y el propio Presidente de la República. Cabría aquí preguntarle a la Ministra Córdova si la ofensa y el oprobio son los valores que pretende promover en los campus universitarios, en abierta violación del  Código de Etica del Profesorado. Al Ciudadano Presidente de la República le preguntamos, en su condición de militar retirado, cuál habría sido la conducta del Director de la Academia Militar si un Cadete lo hubiese ofendido e insultado públicamente. ¿Qué habría sucedido con ese Cadete? 
9.     Es de la mayor importancia dejar perfectamente claro ante el país y la comunidad internacional que la decisión tomada en días pasados por las Autoridades de la UCV, al sancionar disciplinariamente a un estudiante por haber violentado las normas internas de convivencia de la institución, está estrictamente apegada a Derecho, orientada a evitar la anarquía y sustentada en el cumplimiento de los reglamentos y leyes que rigen el funcionamiento de las universidades autónomas en Venezuela.
10. La Comunidad Universitaria Venezolana, y en particular la Ucevista, está plenamente comprometida, sin distinciones de ninguna naturaleza, con el desarrollo de la Nación y con su futuro, por medio de la producción de conocimiento científico, humanístico, tecnológico y cultural, y, en consecuencia alertamos a la opinión pública nacional e internacional de los graves resultados que puede tener para nuestro país el agobiante acoso a que están siendo sometidas las universidades venezolanas, y en particular la Universidad Central de Venezuela, cuya Ciudad Universitaria de Caracas forma parte del Patrimonio Cultural de la Humanidad, y cuya historia de casi tres siglos está integrada de manera fundamental a la identidad cultural y social del pueblo venezolano.
 
Por todo lo anterior, EXIGIMOS al Ejecutivo Nacional que cumpla lo establecido en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, especialmente lo consagrado en el Artículo 109, y que se le otorgue a las Universidades Autónomas el trato digno y respetuoso que merecen en consonancia con la alta responsabilidad social que las mismas cumplen en beneficio de la nación venezolana. Igualmente, demandamos a los organismos del Poder Moral y del Poder Judicial, igualdad y celeridad en el trato de todos aquellos casos en los cuales las universidades venezolanas han reclamado seguridad, protección y justicia. 
La Universidad sólo es posible en Libertad y Democracia
 
Por el FRENTE UNIVERSITARIO EN DEFENSA DE LA AUTONOMIA
